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OPINIÓN   JURÍDICA 

 

Silao de la Victoria, Guanajuato. 6 de mayo de 2021. 

 

MARCO LEGAL 

 

ÚNICO. Atribución para emitir opiniones jurídicas. El Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, de 

conformidad con la atribución consagrada en la fracción XVI del 

artículo 25 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Guanajuato (en adelante la Ley Orgánica del Tribunal) está 

facultado para emitir opinión jurídica de iniciativas o proyectos sobre 

ordenamientos administrativos, a petición del Ejecutivo o del Congreso 

del Estado, que sean considerados para efectos de iniciativa. 

 

En atención a lo anterior el Pleno, por conducto de la Presidencia 

de este Órgano de Justicia, procede en forma respetuosa a emitir 

opinión jurídica sobre la iniciativa a efecto de reformar el artículo 15 

segundo párrafo y adicionar los artículos 3 con una fracción XX Bis, 7 

con una fracción XI, 64 con un párrafo tercero, 64 Bis y 64 Ter a la Ley 

de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Guanajuato. 

 

Los comentarios que integran el presente documento, en función 

de los alcances y efectos que se pretenden dar a la iniciativa, solo 

constituyen opinión jurídica de este Órgano Jurisdiccional. 
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ANTECEDENTES 

 

PRIMERO. Recepción de solicitud para opinión jurídica. El 13 de 

abril de 2021, se tuvo por recibida la Iniciativa –referida en el apartado 

anterior- en la Secretaría General de Acuerdos, para efecto de opinión 

jurídica de este Tribunal.  

 

SEGUNDO. Despacho de la correspondencia del Tribunal. Con 

motivo del inicio de un brote de neumonía denominado COVID-19 

(coronavirus) en China, y que posteriormente fue declarado por la 

Organización Mundial de la Salud (OMS) como una Emergencia de 

Salud Pública de Importancia Internacional. Es un hecho público y 

notorio que el Pleno y el Consejo Administrativo del Tribunal, en 

seguimiento a las recomendaciones de la OMS y el Gobierno de 

México, para salvaguardar la salud, a fin de evitar el contagio y 

propagación del virus mencionado, determinó adoptar una serie de 

medidas sanitarias necesarias, por lo que se determinó sesionar de 

manera virtual. 

 

Con base en la situación excepcional anterior, se turnó a los 

Magistrados del Tribunal, la Iniciativa objeto de opinión jurídica a través 

del correo institucional a fin de que tuvieran conocimiento, realizaran 

los comentarios que consideraran pertinentes y posteriormente 

conformar la opinión jurídica respectiva, con fundamento en lo previsto 

por el artículo 27, fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal.  

 

  



 

3 
 

TERCERO. Vista al Pleno del Tribunal. Posteriormente, en la Sesión 

Ordinaria 15 celebrada de manera virtual el 21 de abril de 2021, se dio 

cuenta al Pleno del Tribunal, para efecto de recabar sus 

consideraciones, y posteriormente conformar la opinión jurídica 

respectiva. Lo anterior con fundamento en lo previsto por el artículo 27, 

fracción XI, de la Ley Orgánica del Tribunal; en consecuencia, se 

conformó la actual opinión jurídica. 

 

Por lo que, una vez conjuntados los comentarios vertidos por los 

Magistrados de cada una de las Salas de este Órgano de Justicia, 

mediante Sesión Ordinaria de Pleno número 17, celebrada el 6 de 

mayo de 2021, se aprobó este documento, en los términos que más 

adelante se detallan.  
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-DEL CONTENIDO DE LA INICIATIVA- 

 

La iniciativa en estudio propone esencialmente lo siguiente: 

 

1. Incorporar el concepto de perspectiva de género en: 

 

a. El glosario de la ley en comento. 

b. En las directrices que deberán observar en el desempeño de su 

empleo, cargo o comisión, los Servidores Públicos para la efectiva 

aplicación de los principios de disciplina, legalidad, objetividad, 

profesionalismo, honradez, lealtad, imparcialidad, integridad, 

rendición de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio 

público. 

c. En la implementación de acciones para prevenir la comisión de 

faltas administrativas y hechos de corrupción. 

d. En la investigación, sustanciación y resolución de faltas 

administrativas. 

 

2. Incluir en el catálogo de faltas graves el hostigamiento sexual y 

el acoso sexual. 

 

Al respecto se hacen las siguientes CONSIDERACIONES: 

  

La iniciativa en análisis se considera inconstitucional, dado que el 

Congreso del Estado no tiene competencia legislativa para modificar 

la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de 

Guanajuato más allá de lo previsto por la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas. 

 

Lo anterior de conformidad con el artículo 73, fracción XXIX-V de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, fracción 

adicionada el 27 de mayo de 2015 y que a la letra dice: 

 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

 

[…] 
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XXIX-V. Para expedir la ley general que distribuya competencias entre los 

órdenes de gobierno para establecer las responsabilidades administrativas 

de los servidores públicos, sus obligaciones, las sanciones aplicables por los 

actos u omisiones en que éstos incurran y las que correspondan a los 

particulares vinculados con faltas administrativas graves que al efecto 

prevea, así como los procedimientos para su aplicación. 

 

En consecuencia de lo expuesto, el Congreso del Estado de 

Guanajuato no tiene la facultad legislativa para integrar nuevas 

faltas graves en la ley local en la materia, así como tampoco para 

variar los procedimientos ya previstos en la Ley General para su 

aplicación. 

 

Lo anterior tiene sustento en la tesis que a continuación se cita, dado 

que analiza un supuesto de invasión de atribuciones en materia 

legislativa semejante al que se refiere la iniciativa en comento: 

 
TRATA DE PERSONAS. EL DECRETO No. 460 POR EL QUE SE MODIFICA EL TIPO PENAL 
RELATIVO, CONTENIDO EN EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 161 DEL CÓDIGO PENAL 
PARA EL ESTADO DE COLIMA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 4 
DE FEBRERO DE 2012, INVADE LA ESFERA DE ATRIBUCIONES RESERVADA AL CONGRESO 
DE LA UNIÓN. Tomando en cuenta que la competencia para legislar en materia de tipos 
penales y sanciones aplicables al delito de trata de personas se reservó al Congreso de la 
Unión por virtud del decreto por el que se reformaron los artículos 19, 20 y 73 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 14 de julio de 2011 y que entró en vigor al día siguiente, fecha a partir de la 
cual se privó a los Estados de la atribución con la que contaban para legislar en la materia 
en términos del artículo 124 constitucional manteniendo, sin embargo, facultades para 
prevenir, investigar y castigar el referido delito, conforme al régimen de concurrencia de 
facultades derivado de la fracción XXI del artículo 73 constitucional citado, se concluye 
que con la emisión en fecha posterior a la referida del citado decreto número 460, por el 
que se modifica el tipo penal contenido en el párrafo primero del artículo 161 del Código 
Penal para el Estado de Colima, el Congreso de dicha entidad federativa invadió la esfera 
de competencia que corresponde en exclusiva al Congreso de la Unión para establecer, 
mediante una ley general, los tipos y penas en materia de trata de personas, por lo que 
dicho acto legislativo implica una violación a lo establecido en los artículos 16 y 73, 
fracción XXI, de la Constitución Federal, en tanto que por su materia de regulación se 
traduce en un acto legislativo emitido por una autoridad incompetente. 
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Si bien es cierto que la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos reconoce la soberanía de las Entidades Federativas en 

todo lo concerniente a su régimen interior y con ello, su derecho a 

iniciar leyes o decretos que regulen dentro de su ámbito territorial 

esto puede y debe realizarse siempre y cuando dichas disposiciones 

se encuentren en concordancia con nuestro marco normativo 

general, sin que ello incurra en la violación de los principios de 

legalidad, reserva, y subordinación jerárquica de la Ley.  

 

En este sentido, actualmente se cuenta con una Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, la cual es de orden público y de 

observancia general en toda la República, y tiene por objeto 

establecer las responsabilidades administrativas de los Servidores 

Públicos, sus obligaciones y las sanciones aplicables por los actos u 

omisiones en que estos incurran.  

 

Por lo que aunado a ello, se considera improcedente proponer 

preceptos que adicionen supuestos constitutivos de faltas 

administrativas graves de forma distinta a los establecidos en la Ley 

General.  

 

Finalmente, se considera importante no omitir que anteriormente la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación1 se ha pronunciado al 

respecto invalidando en este caso diversas disposiciones de la Ley de 

Responsabilidades Administrativas del Estado de Nuevo León, en las 

que de forma similar se propuso establecer una regulación distinta a la 

prevista por la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

 

 

 

                                                           
1
 No. 050/2021.- SUPREMA CORTE INVALIDA DISPOSICIONES DE LA LEY DE RESPONSABILIDADES 

ADMINISTRATIVAS DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN.   


